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Comunicación Social PVEM

Senado de la Republica

Sen. JORGE LEGORRETA ORDORICA.
Grupo Parlamentario

del Partido Verde Ecologista de México

Senado de la República, a 16 de octubre de 2007.

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 183 DE LA LEY GENERAL DE EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE Y SE ADICIONA UN PÁRRAFO SEGUNDO AL ARTICULO 423 DEL CODIGO PENAL FEDERAL.
En los últimos años se han registrado en nuestro país un sinnúmero de acontecimientos que han tenido como resultado la contaminación de cuerpos de agua, suelos, subsuelo, manto freático y acuíferos. Se han hecho públicos casos de delitos ambientales tales como descargas ilícitas de aguas residuales, desecho clandestino de residuos peligrosos, la construcción ilegal de proyectos sobre manglares y en zonas en las que se ocasiona ilegítimamente la deforestación y el cambio de uso de suelo de nuestros bosques y selvas.

La protección del ambiente y de los elementos naturales es una tarea de interés general para todos los mexicanos. La defensa del derecho de toda persona a un medio ambiente adecuado constitucionalmente tutelado, requiere de la participación de la sociedad en su conjunto y, en especial, de la totalidad de las instituciones públicas facultadas para la persecución de los delitos.

A la fecha, prácticamente la totalidad de las entidades federativas, así como el Distrito Federal, han incorporado tipos penales en materia ambiental, a efecto de intervenir en la persecución de las conductas que atentan gravemente en contra del entorno y ponen en peligro las condiciones que hacen posible la vida. 

Al igual que la federación, los Estados de México y el Distrito Federal han creado Fiscalías Especializadas para la atención de la delincuencia ambiental, dedicando recursos humanos, materiales y financieros importantes a esa tarea. Otros Estados han dado los primeros pasos para abonar a esta labor fundamental creando Procuradurías Ambientales y  Agencias del Ministerio Público especializado. 

A este esfuerzo se han sumado los programas de capacitación y especialización en diversas universidades e instituciones académicas públicas y privadas, como el Instituto Nacional de Ciencias Penales, que en forma permanente proporcionan a los agentes ministeriales, investigadores y peritos, conocimientos y herramientas para cumplir con la tarea de perseguir los delitos contra el ambiente.

Como resultado de lo anterior, los Códigos y Leyes Penales estatales han incorporado tipos penales idénticos o similares a los previstos por la legislación federal, dando origen a un sinnúmero de impugnaciones y litigios constitucionales que dan protección y generan espacios de impunidad para los delincuentes ambientales. Lo anterior hace necesario dar claridad, desde la perspectiva competencial, a la actuación de las instituciones que procuran justicia ambiental y persiguen a los delitos en esta materia.

El artículo 73 fracción XXIX G de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que el Congreso de la Unión tiene facultades para expedir leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, de los gobiernos de los Estados y de los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de protección al ambiente y de preservación y restauración del equilibrio ecológico. 

Por otro lado, la fracción XXI del mismo artículo prevé que, en las materias concurrentes previstas en la  Constitución, las leyes federales establecerán los supuestos en los que las autoridades del fuero común podrán conocer y resolver sobre delitos federales.

Considerando la importancia de la persecución de los delitos que atentan en contra del ambiente, resulta imperativo que la persecución de estos ilícitos sea una tarea compartida entre la Federación, las entidades federativas y el Distrito Federal. La labor de persecución de la delincuencia ambiental debe sumar instituciones, no excluirlas, por lo que en esta materia es de la mayor importancia establecer la concurrencia de las autoridades federales y del fuero común para conocer y resolver sobre los delitos previstos en los Capítulos primero y segundo del título Vigésimo Quinto del Código Penal Federal.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos a su consideración la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA LA LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE Y EL CÓDIGO PENAL FEDERAL.

Finalmente, señor Presidente, atentamente le solicitamos que el texto íntegro de la presente Iniciativa se inserte en el Diario de los Debates.
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